[image: image1.jpg]



Página  20
Exp.- 374/2018/1

[image: image2.jpg]


21 

Página  21
Exp.- 374/2018/1 


PRIMERA SALA UNITARIA. 

 EXP: 374/2018/1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTORA: ******** ********
AUTORIDAD DEMANDADA:

JEFE DE LA UNIDAD DE ASUNTOS JURÍDICOS DE LA JUNTA ESTATAL DE CAMINOS, DE GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ.
MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. ERICK BEN HUR HERNÁNDEZ GONZÁLEZ.
San Luis Potosí, S.L.P., a siete de febrero de dos mil diecinueve.  


V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 374/2018/1, y;
R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdo dictado el día veintiséis de abril de dos mil dieciocho, se tuvo al C. ********, en representación legal de la persona moral denominada ********, demandando los actos consistentes en: a) El oficio número ******** de 07 de marzo de 2018, emitido por el Jefe de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Junta Estatal de Caminos, de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, mediante el cual hizo del conocimiento de la hoy actora que en relación a su solicitud formulada en escrito de 07 de febrero de 2018, para la autorización del uso, utilización y demarcación condicionada del Derecho de Vía, para la instalación de un anuncio publicitario a ubicarse en ********, y a efecto de continuar con el trámite correspondiente, debería realizar un pago por la cantidad total de $24,022.82, por conceptos de: 1) “Pago de derechos por 198.7 Unidades de Medida y Actualización, a razón de $80.60 por unidad por el Uso y Utilización del Derecho de Vía”; 2) “Pago de derechos por 59.61 Unidades de Medida y Actualización, a razón de $80.60 por unidad por la Revisión de Proyecto”; y 3) “Pago de derechos por 39.74 Unidades de Medida y Actualización, a razón de $80.60 por unidad, por Expedición de Convenio”; inconformándose la hoy impetrante únicamente por el pago de derechos señalados en los puntos 2) y 3) anteriormente citados; y b) El “NO. DE CONVENIO ********”, emitido por la autoridad demandada en cumplimiento a la parte final del mencionado “********”, que determinó, dispuso y ordenó la “…expedición del Convenio de Autorización que, en su caso, será elaborado por la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Junta Estatal de Caminos de San Luis Potosí.”.

II.- Una vez substanciado el procedimiento en cada una de sus etapas, se fijaron las diez horas con treinta minutos del día veintinueve de enero de dos mil diecinueve, para que tuviera verificativo la Audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

III.- En la fecha y hora anotadas, dio inicio la Audiencia de Ley en este juicio, en presencia del delegado de la autoridad demandada y sin la asistencia de la parte actora ni su autorizado, en el desarrollo de la audiencia se dio cuenta de las constancias de autos; en la etapa de pruebas se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales dada su propia naturaleza, después se hizo constar que no quedaron pruebas pendientes de desahogo; en la etapa de alegatos se certificó que no se formularon, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa. Finalmente, se citó para resolver.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º, 9°, fracción III, 24 y 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades del Estado, donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- La existencia del acto impugnado consistente en el oficio número ******** de 07 de marzo de 2018, queda plenamente demostrada con el documento que corre agregado a folios 025 al 027 de este expediente, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que de conformidad con lo establecido en el artículo 91 del citado Código, se trata de un documento público emitido por una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones legales.

TERCERO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar de oficio la personalidad y legitimación de los comparecientes en este juicio.

Suscribe la demanda el C. ********, con el carácter de administrador único de la persona moral denominada ********, hoy actora.
Al respecto, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, sólo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Sobre la base de los dispositivos en cita y tomando en cuenta que el acto impugnado se encuentra directamente dirigido a la persona moral denominada ********, cuyo representante legal acredita su personalidad con el Instrumento Notarial ********, del protocolo a cargo del Licenciado ********, Notario Público número 11, con ejercicio en esta Capital, mismo que se encuentra agregado en autos a folios 010 al 018, es innegable que cuenta con legitimación para demandar en el presente juicio.

Tocante a la legitimación de la autoridad demandada, la misma es representada por parte del Jefe de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Junta Estatal de Caminos, de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, la cual se encuentra acreditada en este juicio conforme a lo establecido en el artículo 220 del ordenamiento en cita, en virtud de que aportó para tales efectos, el documento que contiene el nombramiento que lo acredita como tal, según constancia que obra a foja 128 de autos. 

Las documentales anteriormente referidas hacen prueba plena de conformidad con lo dispuesto por el artículo 72, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

CUARTO.- Esta Primera Sala Unitaria con fundamento en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se avoca al estudio de la procedencia del juicio contencioso administrativo en que se actúa, toda vez que al ser ésta una cuestión de orden público, debe analizarse aún de oficio y en cualquier momento de la contienda, porque la ley expresamente establece el procedimiento en que deben tramitarse las diversas controversias, sin permitirse a los particulares adoptar diversas formas de juicio salvo las excepciones expresamente señaladas en la ley.

Al respecto tiene aplicación, en lo conducente, la jurisprudencia derivada de la contradicción de tesis 135/2004-PS, que a continuación se transcribe:

Época: Novena Época 

Registro: 178665 

Instancia: Primera Sala 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XXI, Abril de 2005 

Materia(s): Común 

Tesis: 1a./J. 25/2005 

Página: 576 

“PROCEDENCIA DE LA VÍA. ES UN PRESUPUESTO PROCESAL QUE DEBE ESTUDIARSE DE OFICIO ANTES DE RESOLVER EL FONDO DE LA CUESTIÓN PLANTEADA. El derecho a la tutela jurisdiccional establecido por el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos no es ilimitado, sino que está restringido por diversas condiciones y plazos utilizados para garantizar la seguridad jurídica. Así, las leyes procesales determinan cuál es la vía en que debe intentarse cada acción, por lo cual, la prosecución de un juicio en la forma establecida por aquéllas tiene el carácter de presupuesto procesal que debe atenderse previamente a la decisión de fondo, porque el análisis de las acciones sólo puede llevarse a efecto si el juicio, en la vía escogida por el actor, es procedente, pues de no serlo, el Juez estaría impedido para resolver sobre las acciones planteadas. Por ello, el estudio de la procedencia del juicio, al ser una cuestión de orden público, debe analizarse de oficio porque la ley expresamente ordena el procedimiento en que deben tramitarse las diversas controversias, sin permitirse a los particulares adoptar diversas formas de juicio salvo las excepciones expresamente señaladas en la ley. En consecuencia, aunque exista un auto que admita la demanda y la vía propuesta por la parte solicitante, sin que la parte demandada la hubiere impugnado mediante el recurso correspondiente o a través de una excepción, ello no implica que, por el supuesto consentimiento de los gobernados, la vía establecida por el legislador no deba tomarse en cuenta. Por tanto, el juzgador estudiará de oficio dicho presupuesto, porque de otra manera se vulnerarían las garantías de legalidad y seguridad jurídica establecidas en el artículo 14 constitucional, de acuerdo con las cuales nadie puede ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido ante los tribunales previamente establecidos, en el que se cumplan las formalidades esenciales del procedimiento. Luego entonces, el juzgador, en aras de garantizar la seguridad jurídica de las partes en el proceso, debe asegurarse siempre de que la vía elegida por el solicitante de justicia sea la procedente, en cualquier momento de la contienda, incluso en el momento de dictar la sentencia definitiva, por lo que debe realizar de manera oficiosa el estudio de la procedencia de la vía, aun cuando las partes no la hubieran impugnado previamente.”
Contradicción de tesis 135/2004-PS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Tercero y Sexto, ambos en Materia Civil del Primer Circuito y la anterior Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 9 de febrero de 2005. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Fernando A. Casasola Mendoza.

Tesis de jurisprudencia 25/2005. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de fecha dos de marzo de dos mil cinco.

Es criterio de esta Primera Sala Unitaria, que en el presente juicio se actualizan las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 228, fracción X y 229, fracciones II y VIII, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con lo establecido en el artículo 7° de la Ley Orgánica de este Tribunal, interpretado a contrario sensu, y por lo tanto, procede sobreseer el juicio, preceptos legales que se analizan enseguida.

Los artículos 228, fracción X y 229, fracciones II y VIII, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, establecen lo siguiente:

“ARTÍCULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:

…

X. Contra actos y resoluciones distintos de los mencionados en el artículo 6º de la Ley Orgánica del Tribunal, y

(…)”
“ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio: 

…

II. Cuando durante la tramitación del procedimiento sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior;

…

VIII. En los demás casos en los que por disposición legal exista impedimento para emitir resoluciones en cuanto al fondo.

(…)”
De los preceptos transcritos, se desprende que el juicio contencioso administrativo es improcedente, entre otros supuestos, en contra de los actos o resoluciones distintos a los mencionados en el artículo 6º (sic) de la Ley Orgánica del Tribunal. Cabe hacer la aclaración, que de conformidad con lo expresado por el legislador en la fracción X del referido Código Procesal Administrativo, respecto de los actos y resoluciones distintos a los que compete conocer a este Tribunal, es inconcuso que en contraposición alude a los diversos actos y resoluciones que sí compete conocer a este Tribunal, mencionados en el artículo 7° de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, por lo que será este último precepto que se analizara para tal efecto.
Además se desprende que es procedente sobreseer el juicio contencioso administrativo, cuando durante el juicio sobreviniere alguna de las causas de improcedencia; asimismo cuando por disposición legal exista impedimento para emitir resolución en cuanto al fondo.
El artículo 7° de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, señala lo siguiente:

“ARTÍCULO 7º. El Tribunal conocerá de los juicios que se promuevan contra las resoluciones definitivas, actos administrativos y procedimientos siguientes:

I. Las controversias de carácter administrativo y fiscal derivadas de actos o resoluciones definitivas, o que pongan fin a un procedimiento, que dicten, ordenen, ejecuten o traten de ejecutar en agravio de los particulares, las autoridades del Poder Ejecutivo Estatal, de los municipios del Estado, así como de los organismos públicos descentralizados estatales y municipales, cuando los mismos actúen como autoridades;

II. Los decretos y acuerdos estatales y municipales de carácter general, diversos a los reglamentos, cuando sean autoaplicativos o cuando el interesado los controvierta con motivo de su primer acto de aplicación;

III. Las dictadas por autoridades fiscales estatales y municipales, incluyendo a sus organismos descentralizados, en que se determine la existencia de una obligación fiscal, se fije en cantidad líquida o se den las bases para su liquidación;

IV. Las que nieguen la devolución de un ingreso de los regulados por el Código Fiscal del Estado, indebidamente percibido por el Estado o por el municipio, incluyendo a sus organismos descentralizados, o cuya devolución proceda de conformidad con las leyes fiscales estatales;

V. Las que impongan multas por infracción a las normas administrativas estatales;

VI. Las que causen un agravio en materia fiscal distinto al que se refieren las fracciones anteriores;

VII. Las resoluciones administrativas y fiscales favorables a los particulares que impugnen las autoridades, por considerar que lesionan a la administración pública o al interés público;

VIII. Las que se dicten en materia de pensiones civiles, sea con cargo al erario estatal o municipal o a la Dirección de Pensiones del Estado;

IX. Las que se originen por fallos en licitaciones públicas y la interpretación y cumplimiento de contratos públicos, de obra pública, adquisiciones, arrendamientos y servicios celebrados por las dependencias y entidades de la Administración Pública Estatal y Municipal centralizada y paraestatal; así como, las que estén bajo responsabilidad de los entes públicos estatales y municipales cuando las disposiciones aplicables señalen expresamente la competencia del Tribunal;

X. Las que nieguen la indemnización por responsabilidad patrimonial del Estado, declaren improcedente su reclamación o cuando habiéndola otorgado no satisfaga al reclamante; así como las que en dicha materia se tramiten directamente ante el Tribunal. También, las que por vía de repetición, impongan la obligación a los servidores públicos de resarcir al Estado el pago correspondiente a la indemnización, en los términos de la ley de la materia;

XI. Las dictadas por las autoridades administrativas que pongan fin a un procedimiento administrativo, a una instancia o resuelvan un expediente, en los términos del Libro Segundo del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí;

XII. Las que resuelvan los recursos administrativos en contra de las resoluciones que se indican en las demás fracciones de este artículo;

XIII. Las que se configuren por negativa ficta en las materias señaladas en este artículo, por el transcurso del plazo que señalen el Código Fiscal del Estado, el Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, o las disposiciones aplicables o, en su defecto, en el plazo de tres meses, así como las que nieguen la expedición de la constancia de haberse configurado la resolución afirmativa ficta, cuando ésta se encuentre prevista por la ley que rija a dichas materias.

No será aplicable lo dispuesto en el párrafo anterior en todos aquellos casos en los que se pudiere afectar el derecho de un tercero, reconocido en un registro o anotación ante autoridad administrativa;

XIV. Las resoluciones definitivas por las que se impongan sanciones a los servidores públicos por faltas administrativas no graves en términos de la legislación aplicable, así como contra las que decidan los recursos administrativos previstos en dichos ordenamientos, incluyendo las resoluciones dictadas por los órganos constitucionales autónomos;

XV. Las resoluciones de la Contraloría del Consejo Estatal Electoral y de Participación Ciudadana que impongan sanciones administrativas no graves, en términos de la Ley Electoral del Estado;

XVI. Las sanciones y demás resoluciones emitidas por la Auditoría Superior del Estado, en términos de la Ley de Auditoría Superior del Estado de San Luis Potosí;

XVII. Las resoluciones definitivas que determinen la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio de, los agentes del Ministerio Público; peritos; custodios, y miembros de las instituciones policiales del Estado y municipios de San Luis Potosí, que dicten las autoridades correspondientes en aplicación de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, y reglamentos de la materia, y

XVIII. Las señaladas en ésta y otras leyes como competencia del Tribunal.

Para los efectos del primer párrafo de este artículo, las resoluciones se considerarán definitivas cuando no admitan recurso administrativo o cuando la interposición de éste sea optativa.

El Tribunal conocerá también de los juicios que promuevan las autoridades para que sean anuladas las resoluciones administrativas favorables a un particular, cuando se consideren contrarias a la ley.”
Del contenido de éste precepto legal transcrito, se desprende que el juicio contencioso administrativo sólo resulta procedente contra actos de la administración pública estatal y municipal que posean la característica de ser “resoluciones administrativas definitivas” y, que además se refieran a alguna de las hipótesis previstas en el propio precepto legal.

En ese orden de ideas, resulta necesario precisar qué se entiende por “resolución definitiva” para efectos de lo dispuesto en el primer párrafo, del artículo 7°, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que si bien el precepto legal antes mencionado señala qué se debe entender por resolución definitiva al establecer que tendrán tal carácter las resoluciones que no admitan recurso o admitiéndolo se trate de recursos optativos, en opinión de esta Sala Juzgadora no debe determinarse el alcance de lo que es una “resolución definitiva” para efectos del juicio contencioso administrativo, basándose únicamente en la expresión del referido texto normativo considerando lo que a continuación se expone.

La definitividad para efectos del juicio contencioso administrativo, además de ponderar la atacabilidad de la resolución administrativa a través de recursos ordinarios en sede administrativa, necesariamente debe considerar la naturaleza de tal resolución, la cual debe constituir el producto final de la manifestación de la autoridad administrativa.

Dicho producto final o última voluntad, suele expresarse de dos formas: a) Como última resolución dictada para poner fin a un procedimiento, o b) Como manifestación aislada que por su naturaleza y características no requiere de procedimientos que le antecedan para poder reflejar la última voluntad o voluntad definitiva de la administración pública.

Así, tratándose de resoluciones definitivas que culminan un procedimiento administrativo, las fases de dicho procedimiento no podrán considerarse “resoluciones definitivas”, ya que tal característica sólo puede tenerla el fallo con el que culmine dicho procedimiento, excluyéndose a las actuaciones que conforman el procedimiento administrativo, entendido tal como el conjunto de actos realizados conforme a determinadas normas que tienen unidad entre sí y buscan una finalidad, que para este caso es precisamente la producción de la resolución administrativa definitiva cuyo objeto consiste, a su vez, en crear efectos jurídicos. No se generará agravio o conflicto alguno para el gobernado en tanto la administración pública no diga su última palabra por medio de la autoridad a quien competa decidirla en el orden jurídico correspondiente y solamente cuando la resolución de que se trata adquiere esa fijeza que impide reformas o mudanzas, se dice que “causa estado”.
La generación de esta situación últimamente mencionada en combinación con la causación de un agravio objetivo son las características de la resolución definitiva para efectos del juicio contencioso-administrativo, lo que dará lugar al nacimiento del interés requerido para acudir a la vía en comento.

Tiene sustento lo antes analizado, por analogía, en la Tesis: 2a. X/2003 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo: XVII, Febrero de 2003, Página: 336, bajo el rubro y contenido que sigue:

“TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA.” RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS DEFINITIVAS”. ALCANCE DEL CONCEPTO A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 11, PRIMER PÁRRAFO, DE LA LEY ORGÁNICA DE DICHO TRIBUNAL. La acción contenciosa administrativa promovida ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, aun cuando sólo requiere la afectación de un interés, no constituye una potestad procesal contra todo acto de la Administración Pública, pues se trata de un mecanismo de jurisdicción restringida donde la procedencia de la vía está condicionada a que los actos administrativos constituyan “resoluciones definitivas”, y que se encuentran mencionadas dentro de las hipótesis de procedencia que prevé el citado artículo 11; ahora bien, aunque este precepto establece que tendrán carácter de “resoluciones definitivas” las que no admitan recurso o admitiéndolo sea optativo, es contrario a derecho determinar el alcance de la definitividad para efectos del juicio contencioso administrativo sólo por esa expresión, ya que también debe considerarse la naturaleza jurídica de la resolución, sea ésta expresa o ficta, la cual debe constituir el producto final o la voluntad definitiva de la Administración Pública, que suele ser de dos formas: a) como última resolución dictada para poner fin a un procedimiento, y b) como manifestación aislada que no requiere de un procedimiento que le anteceda para poder reflejar la última voluntad oficial. En ese tenor, cuando se trata de resoluciones definitivas que culminan un procedimiento administrativo, las fases de dicho procedimiento o actos de naturaleza procedimental no podrán considerarse resoluciones definitivas, pues ese carácter sólo lo tendrá la última decisión del procedimiento, y cuando se impugne ésta podrán reclamarse tanto los vicios de procedimiento como los cometidos en el dictado de la resolución; mientras que, cuando se trate de actos aislados expresos o fictos de la Administración Pública serán definitivos en tanto contengan una determinación o decisión cuyas características impidan reformas que ocasionen agravios a los gobernados.”

Contradicción de tesis 79/2002-SS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero del Sexto Circuito y Noveno del Primer Circuito, ambos en Materia Administrativa. 17 de enero de 2003. Cinco votos. Ponente: José Vicente Aguinaco Alemán. Secretario: Emmanuel G. Rosales Guerrero.

Nota:
Esta tesis no constituye jurisprudencia ya que no resuelve el tema de la contradicción planteada.

Ahora bien, en la parte conducente del acto impugnado se consignó lo siguiente:

“JUNTA ESTATAL DE CAMINOS 

UNIDAD DE ASUNTOS JURÍDICOS

OFICIO No. ********
En referencia a su atenta solicitud en escrito de fecha 07 siete de febrero de 2018, para autorización del uso y utilización y demarcación condicionada del Derecho de Vía, para la instalación de un anuncio publicitario tipo unipolar de dos caras de 10.00 x 12 metros de altura, a ubicarse en ********.

A efecto de continuar con el trámite respectivo, deberá realizar el pago de derechos por la cantidad de $24,022.82, (…) que se integra de la siguiente manera:

(Se transcribe)

Lo anterior de conformidad con lo dispuesto en la Ley de Presupuesto de Ingresos del Estado de San Luis Potosí, para el ejercicio 2018, y artículo 17 fracción I, y 18 fracción IV de la Ley que Establece el Derecho de Vía y su Aprovechamiento en las Vías Terrestres de Comunicación Estatal.

(Se transcribe)

Lo anterior deberá llevarse a cabo, previamente a la expedición del Convenio de Autorización que, en su caso, será elaborado por la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Junta Estatal de Caminos de San Luis Potosí.

(…)”
De la transcripción anterior, se advierte que la resolución sujeta a debate en el presente juicio consiste en la contenida en el oficio número ******** de 07 de marzo de 2018, emitida por el Jefe de la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Junta Estatal de Caminos, de Gobierno del Estado de San Luis Potosí, mediante la cual hace del conocimiento de la hoy actora que en relación a su solicitud formulada en escrito de fecha 07 de febrero de 2018, para la autorización del uso, utilización y demarcación condicionada del Derecho de Vía, para la instalación de un anuncio publicitario a ubicarse en ********, y a efecto de continuar con el trámite correspondiente, deberá realizar un pago por la cantidad total de $24,022.82, por conceptos de: 1) “Pago de derechos por 198.7 Unidades de Medida y Actualización, a razón de $80.60 por unidad por el Uso y Utilización del Derecho de Vía”; 2) “Pago de derechos por 59.61 Unidades de Medida y Actualización, a razón de $80.60 por unidad por la Revisión de Proyecto”; y 3) “Pago de derechos por 39.74 Unidades de Medida y Actualización, a razón de $80.60 por unidad, por Expedición de Convenio”; inconformándose la impetrante únicamente por el pago de derechos señalados en los puntos 2) y 3) anteriormente citados.
Los artículos 17, 18, 19 y 20 de la Ley que Establece el Derecho de Vía y su Aprovechamiento en las Vías Terrestres de Comunicación Estatal, establecen:
“ARTICULO 17.- Se requiere permiso previamente otorgado por la Junta Estatal de Caminos para: 
I.- Instalación de anuncios publicitarios, estanquillos y en general para la instalación de objetos muebles con fines de explotación comercial dentro del Derecho de Vía con los lineamientos que fije la Junta Estatal de Caminos; 
II.- La ejecución de obras de carácter permanente tales como accesos, cruzamientos, drenaje en su modalidad de vados, tubos de concreto o lámina, losa o estructura, puentes y en general cualquier trabajo e instalación marginal; 
III.- Cualquier modificación o ampliación tratándose de obras existentes; y 
IV.- Utilizar o explorar el Derecho de Vía en general.”
“ARTICULO 18.- Para el otorgamiento de los permisos a que se refiere el artículo anterior se requiere: 

I.- Escrito dirigido a la Junta Estatal de Caminos que deberá contener: a) Nombre y domicilio del interesado; b) Explicación clara y sencilla del objeto de su solicitud; c) Periodo de vigencia solicitada; y d) Ubicación del tramo solicitado que se pretende utilizar. 

II.- Planos de proyecto, cuando se trate de ejecución de obras de carácter permanentes; 

III.- Dimensiones del objeto mueble a instalar tratándose de estanquillos y anuncios publicitarios; y 

IV.- La acreditación del pago de derechos correspondiente mismo que será único.” 

“ARTICULO 19.- Cuando se cumplan los requisitos a que se refiere el artículo anterior, la Junta Estatal de Caminos requerirá al promovente a fin de que en un plazo de diez días hábiles cumpla con el requisito omitido y en caso de no subsanarse la omisión de dicho plazo la solicitud se tendrá por no presentada.”
“ARTICULO 20.- Presentada la solicitud, la Junta Estatal de Caminos resolverá lo conducente dentro de los treinta días hábiles siguientes.”
De los preceptos transcritos, se advierte que se requiere permiso previamente otorgado por la Junta Estatal de Caminos, entre otros, para la instalación de anuncios publicitarios, estanquillos y en general para la instalación de objetos muebles con fines de explotación comercial dentro del Derecho de Vía con los lineamientos que fije la Junta Estatal de Caminos; así como para utilizar o explotar el Derecho de Vía en general. Asimismo, se desprende que para el otorgamiento del permiso aludido, se requiere cumplir, entre otros requisitos, con la acreditación del pago de derechos correspondientes.
De igual manera se colige, que la Junta Estatal de Caminos cuando no se cumplan los requisitos establecidos en el artículo 18 en comento, requerirá al promovente a fin de que cumpla con el requisito omitido, y en caso de no atender el requerimiento la solicitud correspondiente se tendrá por no presentada.
Finalmente, se desprende que una vez presentada la solicitud con el cumplimiento de todos los requisitos al efecto establecidos en los preceptos que anteceden, la Junta Estatal de Caminos resolverá lo conducente dentro de los treinta días hábiles siguientes.

En virtud de lo anterior, esta Sala Unitaria considera que el referido acto impugnado no actualiza la hipótesis de procedencia del juicio contencioso administrativo prevista en el artículo 7º de la Ley Orgánica de este Tribunal, pues no obstante que se trata de un acto dirigido a la hoy actora y del cual se pudiese desprender una afectación en su esfera jurídica, dicho acto administrativo no encuadra en alguna de las hipótesis previstas de las fracciones del referido precepto legal, ya que no resuelve en definitiva la solicitud de autorización de uso, utilización y demarcación condicionada del derecho de vía para la instalación de un anuncio publicitario de mérito, siendo así su naturaleza procedimental, en tanto que no decide todas y cada una de las cuestiones planteadas por el interesado o previstas por las normas, por lo que no constituye el producto final o la voluntad definitiva de la Administración Pública al respecto; lo anterior pues no debe soslayarse que la acción contenciosa aun cuando sólo requiere la afectación de un interés, no constituye una potestad procesal contra todo acto de la administración pública, ya que se trata de un mecanismo de jurisdicción restringida donde la procedencia de la vía está condicionada a que los actos administrativos constituyan “resoluciones definitivas”, y que se encuentran mencionadas dentro de las hipótesis de procedencia que prevé el referido artículo 7° de la Ley Orgánica de este Tribunal, sin que por ello pueda causar afectación en las defensas de la demandante, en virtud de que cuando se impugne ésta podrán reclamarse tanto los vicios de procedimiento como los cometidos en el dictado de la resolución que resuelva en definitiva el permiso solicitado.
En efecto, pues el acto controvertido contenido en el oficio número ******** de 07 de marzo de 2018, al tener por objeto exclusivamente dar a conocer al solicitante que para continuar con el trámite de autorización del uso, utilización y demarcación condicionada del derecho de vía para la instalación de un anuncio publicitario, deberá realizar el pago de derechos correspondiente, tal como se establece en el artículo 18, fracción IV de la Ley que Establece el Derecho de Vía y su Aprovechamiento en las Vías Terrestres de Comunicación Estatal, es evidente que no constituye una resolución definitiva de las precisadas en el artículo 7°, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se insiste no se traduce en la última voluntad de la autoridad demandada con relación a la solicitud en cuestión, es decir, la cual otorgue o niegue el permiso solicitado, sino únicamente constituye un acto de naturaleza procedimental, el cual como ya se dijo, podrá ser controvertido por vicios propios cuando se emita aquella, como parte del procedimiento de la resolución que resuelva en definitiva la situación jurídica de la hoy actora con relación a su solicitud de permiso de mérito, prevista en el artículo 20 de la Ley citada en primer orden.

En ese orden de ideas, si como ya se ha precisado anteriormente, el citado acto contenido en el oficio No. ******** de 07 de marzo de 2018, se emitió en atención a la solicitud formulada por la hoy actora mediante escrito de 07 de febrero de 2018, para la autorización del uso, utilización y demarcación condicionada del derecho de vía a efecto de la instalación de un anuncio publicitario a ubicarse en ********, en el sentido de requerir la satisfacción del requisito establecido para tal efecto en el artículo 18, fracción IV de la Ley que Establece el Derecho de Vía y su Aprovechamiento en las Vías Terrestres de Comunicación Estatal, es decir, “La acreditación del pago de derechos correspondiente…”, no actualiza ninguna de las diversas hipótesis previstas en las fracciones del artículo 7°, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, resulta concluyente que esta Primera Sala Unitaria se encuentra impedida para conocer la pretensión de la hoy actora y en consecuencia para analizar la legalidad del referido acto impugnado, ya que éste al no decidir todas y cada una de las cuestiones planteadas por el interesado o previstas por las normas, dicho acto tiene naturaleza procedimental, en virtud de que no constituye la última voluntad o voluntad definitiva de la administración pública en cuanto a la referida solicitud, sino hasta que se emita la resolución que prevé el artículo 20 de la Ley que Establece el Derecho de Vía y su Aprovechamiento en las Vías Terrestres de Comunicación Estatal, ya que ésta será la que, en su caso, concederá o negará el permiso solicitado en conjunción con las implicaciones del procedimiento que le haya antecedido; por lo que es procedente decretar el SOBRESEIMIENTO del juicio en que se actúa, con relación al oficio No. ******** de 07 de marzo de 2018, de conformidad con el artículo 229, fracciones II y VIII del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al actualizarse la causal de improcedencia prevista en el diverso 228, fracción X del mismo ordenamiento legal, en relación con lo establecido en el artículo 7° de la Ley Orgánica de este Tribunal, interpretado a contrario sensu.
QUINTO.- Aunado a lo anterior, es criterio de esta Primera Sala Unitaria, que en el presente juicio se actualiza la causal de sobreseimiento establecida en el artículo 229, fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, del tenor siguiente:

“ARTÍCULO 229. Procede el sobreseimiento del juicio:

…

V. Cuando de las constancias de autos apareciere claramente que no existe el acto impugnado;

(…)”
En el caso concreto la parte actora del presente juicio, en su escrito de demanda manifestó como resolución sujeta a debate la consiste en: “El NO. DE CONVENIO ********”, emitido por la autoridad demandada en cumplimiento a la parte final del mencionado “OFICIO ********”, que determinó, dispuso y ordenó la “…expedición del Convenio de Autorización que, en su caso, será elaborado por la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Junta Estatal de Caminos de San Luis Potosí.”; sin embargo, esta Sala Juzgadora considera que el referido acto controvertido no actualiza la hipótesis de procedencia del juicio contencioso administrativo prevista en el artículo 7°, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí. 
Lo anterior es así, ya que para la procedencia del juicio contencioso administrativo respecto de la pretensión de la demandante, como ya se dilucidó en párrafos precedentes, debe existir una resolución definitiva emitida por autoridad competente (cuya legalidad sea susceptible de ser analizada y en su caso anulada), es decir, debe existir un pronunciamiento fundado y motivado de la autoridad administrativa que cause un perjuicio al interés jurídico del gobernado, a efecto de que se encuentre en posibilidad de combatirlo mediante los medios de defensa que se encuentren a su alcance y que prevean las leyes correspondientes, por ende, que exista un pronunciamiento de carácter definitivo por parte de la autoridad competente, cuya legalidad pueda ser analizada con base en su fundamentación y motivación, respecto de la cual pueda declararse su nulidad o reconocerse su validez; sin embargo, del análisis de las constancias que obran en autos no se advierte la existencia de dicho acto impugnado, consistente en el “NO. DE CONVENIO ********”, y menos aún se desprenda que dicho “convenio” fue emitido por la autoridad demandada en cumplimiento a lo referido en la parte final del diverso oficio ******** de 07 de marzo de 2018, y que además en aquel se “determinó, dispuso y ordenó la “…expedición del Convenio de Autorización que, en su caso, será elaborado por la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Junta Estatal de Caminos de San Luis Potosí.”.
No es óbice a lo anterior, que la parte actora hubiese manifestado en su escrito de demanda que tuvo conocimiento de dicho acto controvertido “…acorde a la factura que a las 12.32:53 horas del 13 de marzo de 2018”; sin embargo, la autoridad demandada al formular su contestación de demanda de manera expresa manifestó no haber emitido el referido convenio impugnado, al precisar que: “…la resolución que impugna la actora no afecta sus intereses jurídicos o legítimos por ser inexistente. (…) Como la propia actora lo reconoce a fojas 2 y 3 de su demanda, impugna la expedición de un convenio, que, en su caso, será elaborado por la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Junta Estatal de Caminos de San Luis Potosí, es decir, que es inexistente a la fecha de presentación de la demanda y que sigue siendo inexistente (…). (…) el convenio ********, que esta demandada desconoce su existencia y que no está referido en el oficio número ******** de 07 siete de marzo de 2018…”, por lo que dicha resolución es inexistente y en consecuencia no afecta la esfera jurídica de la hoy actora.

En efecto, pues la simple manifestación de la actora en el sentido de que tuvo conocimiento del mismo acorde a la factura de 13 de marzo de 2018, la cual corre agregada en autos a folio 029, resulta insuficiente para tener por acreditada la existencia material en el presente juicio, del referido acto impugnado, pues no se precisa algún elemento que permita establecer la veracidad de la existencia de la resolución que indica con los alcances que pretende; aunado a que como se señaló antes, la propia autoridad a quien se le atribuye la resolución respectiva, afirman de forma expresa que ésta no existe; sin que sea óbice a lo anterior, en la referida factura número ********, se hubiese consignado en el apartado de “Descripción”, lo siguiente:
“Pago derechos por concepto utilización y demarcación condicionada del derecho de vía, para la instalación de un anuncio publicitario tipo unipolar de dos caras de 10.00 x 8.00 mts. y 12.00 mts. de altura ubicado en ******** con No. de Convenio ********”

(Énfasis añadido)

De la transcripción que antecede, si bien se alude al “No. de Convenio ********”, no se desprende haya sido emitido por la autoridad demandada en cumplimiento a lo referido en la parte final del diverso oficio ******** de 07 de marzo de 2018, como afirma la impetrante, ya que en éste último no existe referencia alguna al “No. de Convenio ********” a que alude la factura en cuestión; así como tampoco se advierte que en aquel “Convenio” se “determinó, dispuso y ordenó la “…expedición del Convenio de Autorización que, en su caso, será elaborado por la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Junta Estatal de Caminos de San Luis Potosí.”, como lo atribuye la hoy actora a la autoridad demandada; aunado a que no existen elementos de certeza que acrediten la naturaleza jurídica de dicho acto controvertido en aras de analizar la competencia de esta Sala Unitaria para conocer y en su caso, declarar la nulidad o reconocer la validez del mismo, con relación a los actos que puede conocer de conformidad con el artículo 7°, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí. 

Máxime que, de conformidad con el artículo 273 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria, de conformidad con el diverso 217, segundo párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el que niega sólo está obligado a probar: “I.- Cuando la negación envuelva la afirmación expresa de un hecho; II.- Cuando se desconozca la presunción legal que tenga en su favor el colitigante; III.- Cuando se desconozca la capacidad; IV.- Cuando la negativa fuere elemento constitutivo de la acción.”, hipótesis en las que no se ubica la manifestación de la autoridad respecto de la inexistencia del referido acto impugnado, por tanto, no está obligada a probar un hecho negativo, y en contraposición, en términos del artículo 273 del ordenamiento legal citado en primer orden, la parte actora sí debe probar los hechos constitutivos de su acción; en esa razón, es concluyente que el presente juicio de nulidad carece de materia, respecto del “No. de Convenio ********”, controvertido, y por tanto es inconcuso que resulta improcedente el mismo.

En ese orden de ideas, a consideración de esta Sala Juzgadora el acto impugnado consistente en el “No. de Convenio ********”, es inexistente, toda vez que de autos no se advierte dato o documento alguno que haga suponer a esta Juzgadora lo contrario, motivo por el cual se actualiza la causal de sobreseimiento a que se refiere el artículo 229, fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
En tal virtud, si bien la hoy actora manifestó que desconoce el referido acto impugnado, la autoridad demandada de manera expresa negó la existencia de dicho acto controvertido, sin que de autos se desprenda elemento probatorio alguno que desvirtúe la negativa de la autoridad demandada o del que se pueda desprender la existencia del acto al que alude la accionante en su escrito de demanda, así como con los alcances que pretende, es decir, que se emitió por la autoridad demandada en cumplimiento a lo referido en la parte final del diverso oficio ******** de 07 de marzo de 2018, y que en aquel se “determinó, dispuso y ordenó la “…expedición del Convenio de Autorización…”; por tanto, es concluyente que el presente juicio carece de materia, ya que ninguna de las partes demuestra la existencia cierta de la resolución cuya ilegalidad se reclama y que pueda analizarse, por ende, al no aportarse elemento alguno sobre el cual se llegue a la convicción de que existe un acto autoritario que afecta la esfera jurídica de la promovente, debe sobreseerse el juicio, en términos de lo dispuesto en el artículo 229, fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, pues resulta evidente que del estudio de las constancias que obran en el expediente, la referida resolución o acto impugnado, no existe.

Resultan aplicables, por analogía, al presente en lo conducente las siguientes tesis:

Época: Quinta Época 

Registro: 336978 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Tomo XXXVI 

Materia(s): Común 

Tesis: 

Página: 1815 

“ACTO RECLAMADO, INEXISTENCIA DEL. Cuando no existe el acto reclamado, debe sobreseerse en el juicio de garantías.”

Amparo administrativo en revisión 90/29. "Imperio", S. A. Compañía Terminal. 19 de noviembre de 1932. Unanimidad de cuatro votos. Relator: Arturo Cisneros Canto.

Época: Quinta Época 

Registro: 302262 

Instancia: Primera Sala 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Tomo XCV 

Materia(s): Penal 

Tesis: 

Página: 210 

“ACTO RECLAMADO, INEXISTENCIA DEL. Es incuestionable que el acto reclamado no existe si las autoridades responsables lo niegan en los términos que se plantean por el interesado.”

Amparo penal. Revisión del incidente de suspensión 7263/47. García Barbachano Luis. 10 de enero de 1948. Unanimidad de cinco votos. La publicación no menciona el nombre del ponente.

Época: Quinta Época 

Registro: 330525 

Instancia: Segunda Sala 

Tipo de Tesis: Aislada 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación 

Tomo LIX 

Materia(s): Común 

Tesis: 

Página: 1148 

“ACTO RECLAMADO, INEXISTENCIA DEL. Si el acto atribuido a una autoridad, no existe en la forma reclamada por el quejoso, debe sobreseerse en cuanto a ella.”

Amparo administrativo en revisión 4325/29. Compañía del Ferrocarril del Noroeste de México. 2 de febrero de 1939. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Jesús Garza Cabello. Relator: Agustín Aguirre Garza.

No obsta a lo anterior, que en el acuerdo de fecha veintiséis de abril de dos mil dieciocho, se hubiere admitido a trámite la demanda en contra del acto señalado como: “El Convenio número ********”, en tanto tal consideración constituye una determinación que por su naturaleza no causa estado, al ser producto de un examen preliminar del asunto, correspondiendo en todo caso a esta Sala Juzgadora al dictar sentencia definitiva, el estudio definitivo de procedencia del juicio una vez integrados los autos del juicio, como en la especie ocurrió, precisándose en párrafos precedentes, que el acto expresamente impugnado por la actora, consistió en “El NO. DE CONVENIO ********”, emitido por la autoridad demandada en cumplimiento a la parte final del mencionado “OFICIO ********”, que determinó, dispuso y ordenó la “…expedición del Convenio de Autorización que, en su caso, será elaborado por la Unidad de Asuntos Jurídicos de la Junta Estatal de Caminos de San Luis Potosí.”,  y como ya se dijo, de las constancias que obran en autos no se advierte la existencia de dicho acto cuya ilegalidad se reclama y del cual se pueda analizar lo alcances atribuidos a la autoridad que pretende la impetrante, y con lo cual se dilucida la improcedencia del juicio y su sobreseimiento. En ese aspecto, cobra aplicación por analogía la Jurisprudencia 2a./J. 222/2007, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XXVI, diciembre de 2007, página 216, del tenor siguiente: 

“REVISIÓN EN AMPARO. LA ADMISIÓN DEL RECURSO NO CAUSA ESTADO. La admisión del recurso de revisión por parte del Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Nación o del de una de sus Salas es una determinación que por su naturaleza no causa estado, al ser producto de un examen preliminar del asunto, correspondiendo en todo caso al órgano colegiado el estudio definitivo sobre su procedencia; por tanto, si con posterioridad advierte que el recurso interpuesto es improcedente, debe desecharlo.”
Tesis de jurisprudencia 222/2007. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del siete de noviembre de dos mil siete.

Asimismo resulta aplicable, por analogía, al presente en lo conducente la siguiente jurisprudencia:

Época: Novena Época 

Registro: 185384 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 

Tipo de Tesis: Jurisprudencia 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 

Tomo XVI, Diciembre de 2002 

Materia(s): Administrativa 

Tesis: VI.3o.A. J/24 

Página: 628 

“INEXISTENCIA DE LA RESOLUCIÓN O ACTO IMPUGNADO ANTE EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. DIFERENCIA ENTRE DESECHAR DE PLANO LA DEMANDA Y SOBRESEER EN EL JUICIO DE NULIDAD. Cuando el actor demanda la nulidad de un acto administrativo o fiscal y asegura que lo desconoce y, por ende, no puede exhibir con la demanda la prueba de lo impugnado, se actualiza el supuesto del artículo 209 bis, fracción II, del Código Fiscal de la Federación, por lo que el tribunal debe admitir a trámite la demanda y emplazar a la autoridad demandada para que la conteste; si ésta niega la existencia de tal acto o resolución y el actor no logra desvirtuar esa negativa, el juicio carecerá de materia y procederá el sobreseimiento con base en los artículos 202, fracción XI y 203, fracción II, del citado código tributario. Cabe destacar que no debe confundirse este caso con el diverso de desechar de plano la demanda por inexistencia del acto impugnado, ya que en éste debe brindarse la oportunidad de defensa al actor para que, en ejercicio de su garantía de audiencia, aporte pruebas tendentes a demostrar la existencia del acto impugnado.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO.

Revisión fiscal 6/2002. Administrador Local Jurídico de Puebla Sur. 11 de febrero de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Antonio Pescador Cano. Secretario: Jorge Arturo Gamboa de la Peña.

Amparo directo 126/2002. Consultoría Ecológica e Hidráulica, S.A. de C.V. 24 de mayo de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Raúl Oropeza García. Secretario: Eduardo Edmundo Rocha Caballero.

Amparo directo 158/2002. Recuperaciones Industriales Continental, S.A. de C.V. 4 de julio de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Antonio Pescador Cano. Secretario: Juan Carlos Ríos López.

Amparo directo 190/2002. José Rafael Luna Montiel. 8 de agosto de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Antonio Pescador Cano. Secretario: Juan Carlos Ríos López.

Amparo directo 264/2002. D Y M Elien's, S.A. de C.V. 17 de octubre de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Raúl Oropeza García. Secretario: Héctor Alejandro Treviño de la Garza.

(Énfasis añadido)

Con base en lo anterior esta Primera Sala Unitaria determina que en el presente asunto se actualiza la causal de sobreseimiento a que se refiere el artículo 229, fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, ya que ninguna de las partes demuestra la existencia cierta y determinada de una resolución cuya legalidad o ilegalidad pueda analizarse, por ende, al no aportarse elemento alguno sobre el cual se llegue a la convicción de que existe un acto autoritario que afecta la esfera jurídica de la impetrante, no hay materia de contienda, y por consecuencia, debe SOBRESEERSE el juicio, respecto del acto impugnado señalado como: “NO. DE CONVENIO ********”. 
En virtud de que se ha decretado el sobreseimiento del presente juicio, resulta innecesario el estudio de los demás conceptos de impugnación hechos valer por la demandante, en virtud de que no cambiaría el sentido de esta decisión, sirviendo de apoyo el siguiente criterio con el rubro: 
 

“CAUSALES DE IMPROCEDENCIA. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO, ASI COMO DE LOS DEMAS  AGRAVIOS.”

Por todo lo anteriormente señalado y con fundamento en lo dispuesto por los artículos 228, fracción X y 229, fracciones II, V y VIII, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el diverso 7°, de la  Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, interpretado a contrario sensu; es de resolverse y se resuelve:

PRIMERO.- Esta Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta el SOBRESEIMIENTO en el presente juicio, de conformidad con los razonamientos precisados en los Considerandos Cuarto y Quinto de esta resolución.  
TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y mediante oficio a la autoridad demandada, con copia autorizada de esta resolución.

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado LIC. ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.- CONSTE.

Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
� Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Séptimo Circuito, publicado en el Semanario Judicial de la Federación, en el Tomo X, Marzo de 1993, página 233, Octava Época.





